
 

tremenda condena perpetua para ella, 
sentenciada a una vida que ya no lo 
es, aunque Raquel sigue confiando 
en que habrá justicia y que su desas-
tre servirá para ayudar a otras muje-
res a ser capaces de dejar a sus mal-
tratadores, y eso que ella no fue  ca-
paz.  

Hoy en León declaran los agentes 
de Ponferrada que debieron auxiliar 
a Raquel en 2018 y no lo hicieron, los 
responsables de que alguien manipu-
lara el sistema telemático de la Poli-
cía Local para que la ayuda no llegara 
nunca. Y aún quedan sesiones que pon-
drán luz en un crimen en el que no hay 
muertos pero hay demasiados escon-

didos en la trinchera, como si la vio-
lencia de género no fuera un asunto 
de todos (hoy ella, mañana tu hija, tu 
hermana, tú).  

Y aún hay tiempo para que alguien 
se acuerde de asignar a Raquel un cen-
tro medianamente digno para ella. Y 
hasta el día 21, puestos a soñar, sobran 
días para que el Ministerio Fiscal se 
sume a las acusaciones particulares y 
pida que Pedro Muñoz sea condena-
do por asesinato en grado de tentati-
va, y no por lesiones agravadas. El re-
lato no es el mismo.

La presidenta de la CRUE, Eva Soler  // EFE
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Cuando se aprobó en el Congreso la  
ley de Universidades (LOSU), empe-
zada por el exministro Castells, el aho-
ra también exministro Subirats salió 
triunfante del Pleno y remarcó lo que 
para él fue uno de los grandes hitos: 
«Hemos conseguido el compromiso 
del 1% del PIB dedicado al sistema uni-
versitario», sentenció. Para llegar a 
este 1% del PIB –teniendo en cuenta 
que la cantidad ahora destinada a po-
lítica universitaria es de 0,76%–, es ne-
cesario un incremento de financiación 
pública de 3.135 millones de euros. La 
pregunta del ‘millón’ es: ¿quién pone 
ese dinero? Según la memoria de la 
nueva ley son las comunidades «las 
responsables de financiar la mayor 
parte de las medidas que contempla 
esta ley atendiendo a su ámbito com-
petencial». 

Asumir la responsabilidad 
Sin embargo, un informe de la Confe-
rencia de Rectores (CRUE) dado a co-
nocer ayer reclama que el Gobierno 
«asumiendo la responsabilidad de su 
iniciativa» debe ser el que aporte «la 
mayor parte del esfuerzo». Reprochan, 
de hecho, que el Ejecutivo central, que 
propuso la aprobación de la ley «no ha 
consultado el objetivo de gasto públi-
co universitario con las comunidades 
autónomas». «No han sido consulta-
das y el incremento de financiación de 

los últimos 20 años con todas las obli-
gaciones que tienen (sanidad, educa-
ción, etc.) ha sido del 11 por ciento. Por 
lo tanto, pedir el dinero a las comuni-
dades es lo mismo que decir que no se 
haga cargo nadie», avisa José Antonio 
Pérez, autor del estudio de la CRUE y 
profesor de la Universidad Politécni-
ca de Valencia. «Es como la ley de de-
pendencia: «"Yo invito pero tú pagas"», 
ejemplifica. A esta cantidad, es decir, 
los ya mencionados 3.135 millones se 
suman otros 844 que vienen de apli-
car las disposiciones de la LOSU en 
materia de PDI (tasas de reposición de 
las plantillas; reducción de la tempo-
ralidad, etc.). Esta última cifra, avisa 
también CRUE, no debería ser asumi-
da por las universidades sino por el 
Estado. «Contra lo que recoge la me-
moria de la ley, la aplicación de la LOSU 
induce cuantiosos costes directos para 
los presupuestos de las universidades 
públicas, estimados en, al menos, 844 
millones de euros. Estos costes indu-
cidos, deben ser financiados directa-
mente por los Presupuestos Genera-
les del Estado, al mismo ritmo tempo-
ral que requiere la aplicación del 
articulado de la ley». «Las universida-
des públicas españolas están en un ni-
vel de financiación real, que es el que 
tenían en 2009, de unos 10.000 millo-
nes de euros y no acuden al endeuda-
miento. Por lo tanto, no tienen mar-
gen para hacer frente a la aplicación 
de lo que dice la propia LOSU», asegu-
ra Pérez. De no producirse esta finan-
ciación de la LOSU, avisa CRUE, «de-
vendrá inaplicable por parte de las uni-
versidades públicas. Los Presupuestos 
Generales del Estado para 2024 deben 
comenzar a recoger necesariamente 
las dotaciones de crédito necesarias 
para financiar estos costes», añaden.

Los rectores avisan 
de que peligra la 
aplicación de la ley 
de universidades
∑ Un informe de CRUE 

reclama al Gobierno 
que se encargue de 
financiar la norma
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mado pidiendo ayuda, diciendo que 
Raquel se había caído y que acudiese. 
Durante una reconstrucción de los he-
chos a la que asistió la víctima, ella se 
dirigió al testigo y le preguntó «¿Qué 
me hizo, Gus?». «Raquel, no lo sé», res-
pondió, según recordó ayer en sala. 

El acusado niega su implicación en 
esa caída, tal como había apuntado 24 
horas antes en su declaración en el día 
de comienzo del juicio, durante la que 
apuntó que se la encontró en el suelo y 
que «ella bebía mucho y pudo haberse 
caído» –la familia y amigos de Raquel 
negaron el abuso de alcohol–. Incluso 
apuntó a que él fue vital en su supervi-
vencia por su asistencia posterior al im-
pacto –Muñoz es enfermero–.  

Raquel Díaz llegó a urgencias con un 
hilo de vida y cuando despertó del coma 
empezó a tener «pesadillas» a través de 
las que «fue encajando las piezas» has-

ta conocer lo que le había ocurrido. Su 
versión: «Desde la terraza me levantó 
por el cuello y me lanzó contra el pozo. 
Salió de la casa diciendo ‘zorra, hija de 
puta, ¿sigues viva?’ para después pro-
pinarme golpes en todo el cuerpo has-
ta romperme entera», contó el lunes. 

El juicio se prolongará en la Audien-
cia Provincial de León hasta el 21 de 
diciembre. Queda por delante la de-
claración de medio centenar de testi-
gos y peritos –hoy es el turno de poli-
cías locales y los hijos y una ex de Pe-
dro Muñoz– que darán forma a lo 
ocurrido para dirimir entre las opcio-
nes que las acusaciones y defensa han 
puesto sobre la mesa.  

Pese a afirmar que Pedro Muñoz in-
tentó «acabar» con la vida de Raquel, 
la Fiscalía entiende que «se arrepin-
tió, la colocó en una posición de segu-
ridad y alertó al 112 pidiendo ayuda», 
una circunstancia ante la que recha-
za el intento de homicidio y le atribu-
ye lesiones agravadas. Por su parte, la 
acusación particular apunta a un ase-
sinato con alevosía y ensañamiento; 
mientras la defensa insiste en el acci-
dente y pide la libre absolución.

Una amiga de la víctima 
narra cómo «Raquel llegó a 
casa muerta de miedo. Dijo 
que se había puesto agresivo 
y que la había amenazado»
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